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a) Introducción
El  presente documento contiene  lineamientos generales de la conformación orgánica, legal, operativa y  administrativa del Programa de Sanciones Alternativas para Adolescentes (PSAA).  
Dicho Programa representa uno de los componentes del Programa Nacional de Atención a la Población Penal Juvenil, el cual está regido y organizado con base a la normativa jurídica y de especialización que plantean los distintos instrumentos nacionales e internacionales  al respecto de la población penal juvenil.
Enmarcado dentro de la doctrina de la protección integral del niño, la niña y  el adolescente, el PSAA busca  superar  la doctrina irregular y el modelo  protección asistencialista, mediante la aplicación de  La Ley de Justicia Penal Juvenil, la cual “rescata la especificidad  de los (as) adolescentes  como sujetos en proceso de formación y define como  principios rectores  su interés superior, su protección y formación integral, el respeto a sus derechos y la reinserción en su familia y en la sociedad. En este sentido, posibilita  medidas alternativas a la privación de libertad, dejando esta medida para casos excepcionales y siempre que se trate de delitos graves con violencia contra las personas” (Díaz y Gámez:2001:11) 
Es en este marco, donde la privación de libertad debe ser el último recurso utilizado por las instancias judiciales, donde el Programa de Sanciones Alternativas, adquiere especial importancia, constituyéndose en una alternativa de calidad  técnica y administrativa de las  sanciones impuestas a los y las jóvenes infractores.
Desde la creación del Programa en agosto de 1996, se han atendido a la fecha un total de  2.318, siendo en su mayoría varones.

Actualmente el PSAA, atiende anualmente  más de  trescientos jóvenes sentenciados (as)  que han cometido delitos siendo mayores de 12 años o menores de 18 y que han sido beneficiado con una sanción alternativa que les permite cumplir con sus responsabilidades judiciales, desde un  contexto de libertad; en donde la promoción de la participación de instancias gubernamentales, la familia, las comunidades y la sociedad civil en general, se constituyen en un aspecto fundamental y necesario.
La población atendida en este Programa comprende edades entre los 14 y los 24 años, ya que   desde el sentido de responsabilidad que promueve la Ley, los y las jóvenes que  poseen una  sanción alternativa deben cumplir con  sus requerimiento legales independientemente de que lleguen a la mayoría de edad.
El accionar principal del Programa se plantea desde dos aspectos fundamentales, el control de Órdenes de Orientación y Supervisión y la atención técnica especializada que se da como sustento de la Libertad Asistida, que se constituye en la medida más usada por los Juzgados Penales Juveniles. También ejecuta la sanción de Internamiento domiciliario; sin embargo, esta medida es utilizada muy poco.

La información  presentada en este documento permite conocer el accionar del Programa y las actualizaciones correspondientes serán llevadas a cabo por la dirección del mismo cuando así sea requerido y/o necesario, para lo cual se hará una revisión al menos una vez al año.
b) Antecedentes históricos

El Programa Nacional de Atención  a la Población Penal Juvenil es la instancia de la Dirección General de Adaptación Social del Ministerio de Justicia encargada de la atención de toda la población juvenil, de ambos sexos, que es remitida por las autoridades judiciales del país, sea en condición de sentenciada o en internamiento provisional,  que cometió su delito antes de los 18 años de edad.

Está conformado por:

1. Dirección del Programa

2. Centro de Formación Juvenil Zurqui

3. Centro Especializado Adulto Joven

4. Centro de Oportunidades Juveniles

5. Programa de Sanciones Alternativas

Responde a los lineamientos institucionales, y a toda la normativa internacional y nacional en materia de personas menores de edad  (Ley de Justicia Penal Juvenil # 7576 y  Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles #8460)

Antes del año de 1996, el trabajo con esta población se regía por la Ley de Jurisdicción Tutelar de Menores, del 21 de diciembre del año 1963, que respondía a la doctrina de la situación irregular. Históricamente, y hasta después de 1996, se contaba en nuestro país con dos centros de atención, uno para niñas y adolescentes, conocido como Centro de Orientación Juvenil Amparo de Zeledón, el cual funcionó hasta 1978, en las instalaciones de lo que hoy es el Centro Semi- instiucional San José, en Guadalupe, y a partir de esa fecha, se traslada a nuevas instalaciones, en San Isidro de Heredia.

Por otro lado, la población menor de edad masculina, tiene como,  antecedentes el Reformatorio San Dimas, ubicado desde el año de 1936 hasta el año de 1973 en Barrio Quesada Durán, instalaciones que hoy día  las ocupa el Liceo Castro Madrid y que luego se le denominó Centro de Orientación Juvenil Luis Felipe González Flores, ubicado en Tierra Blanca de Cartago, hasta el año de 1981, en que se reubica a una  nueva edificación en San Rafael de Ojo de Agua, Alajuela, que hoy  es el CAI San Rafael, con población adulta.

De 1985, hasta 1992, ambos centros estaban adscritos a la Dirección Nacional de prevención del Delito, dentro de lo que se llamó Programa de Menores Infractores, siendo que en el año de 1993 a través del Reglamento Orgánico y Operativo de la Dirección General de Adaptación Social, la Dirección Nacional de Prevención, se separa de las políticas penitenciarias y aparece el Nivel de Niños, Niñas y Adolescentes, como uno de los Niveles de Atención del Sistema Penitenciario.

La implementación de la nueva Ley Penal Juvenil, trajo grandes cambios en las políticas ministeriales dirigidas a la población menor de edad, pues se privilegian las sanciones no privativas de libertad, lo que hace que la población privada de libertad de ambos sexos disminuya significativamente, y deba darse una respuesta urgente a sanciones no privativas de libertad, como libertad asistida, ordenes de orientación y supervisión y sanciones socioeducativas, por lo que en julio de 1996, se crea el Programa de Sanciones Alternativas, como una instancia del Nivel de Atención de Niños. Niñas y Adolescentes, que  cambia su nombre  por Programa de Atención a  la Población  Penal Juvenil. El Programa de Sanciones Alternativas, inicia su trabajo con dos profesionales, y se ubica en un espacio de la planta física del Centro Juvenil Amparo de Zeledón, donde aún hoy día funciona., con un equipo conformado por 13 funcionarios, atendiendo el mayor porcentaje de la población que es remitida al PNAPPJ. 

Con la disminución de la población de los dos  centros de internamiento, y principalmente de las adolescentes, en las instalaciones del Centro Amparo de Zeledón, es reubicada población adulta mayor masculina, y la Escuela de Capacitación Penitenciaria, mientras que la población menor de edad masculina, es reubicada en octubre de 1996,  en la Uruca, San José, en donde hoy día está la Escuela de Capacitación Penitenciaria, desapareciendo el nombre de Centro Luis Felipe González Flores y  denominándosele  Centro Juvenil San José. Estas nuevas instalaciones, fueron, en sus orígenes, remodeladas para ubicar el Centro de Ingreso y Referencia, institución de transito,  para niños, niñas y adolescentes que permanecían un promedio de 24 horas, y eran referidas al PANI, Juzgado de San José, o entregados(as) directamente a sus familiares. Fue creada desde la Dirección de Prevención, como una instancia de detención y referencia para toda la población menor de edad en situación de vulnerabilidad social e infractora, detectada por los distintos cuerpos policiales del área metropolitana, que si bien se constituyó a través  de un  Decreto, con carácter interinstitucional, terminó siendo asumida por el entonces Nivel de Niños, Niñas y Adolescentes.

El Centro Juvenil San José,  funcionaba en una infraestructura que no había sido creada para mantener a población privada de libertad, esto y la implementación de la nueva ley, aunado a la inexperiencia de sus directores, provocó que la población reaccionara negativamente, causando un evidente deterioro a la planta física, agresiones al personal, y en general una respuesta negativa a la atención brindada. 

La situación que estaba viviendo la población masculina,  la poca cantidad de las adolescentes que estaban segregadas en un pequeño espacio del Centro Amparo de Zeledón, y el aumento de la población que se atendía en el Programa de Sanciones Alternativas, así como la necesidad de centralizar los recursos materiales y humanos, motivó a la Dirección del PNAPPJ y a su equipo directivo, a plantear a las autoridades ministeriales la solicitud de que las instalaciones del Centro Amparo de Zeledón, fueran cedidas en su totalidad, para implementar una respuesta de atención más integral para toda la población menor de edad, acorde a los requerimientos de la Ley Penal Juvenil.

Es así como en el año de 1998, se presentó al Fondo de Desarrollo de  Asignaciones Familiares FODESAF, una propuesta para la remodelación, y  readecuación de espacios para la pernoctación, y atención de la población privada de libertad de ambos sexos. La que fue aprobada, invirtiéndose para ello la suma de 173.9 millones de colones. El Centro se inauguró el 10 de diciembre de 1999, y se le conoce desde entonces como Centro de Formación Juvenil Zurquí, al espacio que ocupa la población de ambos sexos, y Complejo Juvenil Zurquí, a ese Centro, al Programa de Sanciones Alternativas, al Centro de Oportunidades Juveniles, y a las áreas administrativas, que brindan soporte a todas los componentes del Complejo.

El Centro de Oportunidades Juveniles, es otra instancia adscrita al Programa Nacional de Atención a la Población Penal Juvenil, y forma parte del Complejo Juvenil Zurquí. La apertura del Centro de Oportunidades Juveniles, se concretó en febrero del año 2003 con el fin de brindar una respuesta a la sanción privativa de libertad “internamiento en tiempo libre”.A través de un Convenio con el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), se consiguió el financiamiento para la  construcción de  tres casitas,  se adquieren recursos materiales y equipo móvil, que permitirían dar el soporte a dicha sanción.

Sin embargo,   ya inaugurado el Centro  se define por decisión del jerarca institucional, que el Centro de Oportunidades Juveniles (COJ) no ejecute la sanción de internamiento en tiempo libre, lo que implica que desde la Dirección del Programa se redefina la función de este Centro. El Convenio estipulaba que además de que se creara el centro, los recursos deberían, también brindar soporte al cumplimiento de sanciones alternativas, por lo que esa instancia hoy día es la responsable de coordinar todas las acciones que favorezcan la consolidación de una red de apoyo social que brinde soporte al cumplimiento de las sanciones de toda la población del PNAPPJ, así como es la responsable de dar el seguimiento al cumplimiento de la libertad condicional.

Es también parte del PNAPPJ el Centro Especializado Adulto Joven,  que atiende a jóvenes que cometieron el delito siendo menores de edad, pero, que cuando cumplen los 18 años   podrán “… según corresponda ser trasladado a un centro penal de adultos, pero física y materialmente separados de ellos” Art.140 LJPJ.

En 1996, para cumplir con ese mandato, las autoridades penitenciarias, acondicionaron un espacio físico, al interior del CAI La Reforma, adscrito al Nivel Institucional de adultos, se conocía  como Puesto 9, mismo que se hizo insuficiente, por el aumento de la población, por lo que los jóvenes son reubicados en el año de 1997, en otra zona conocida como “Casona”, espacio que hoy día pertenece al CAI San Rafael, a la vez que por decisión del Instituto Nacional de Criminología, fue asumido por el Nivel de Niños, Niñas y Adolescentes, pero administrativamente y en la labor de seguridad, continuaba adscrito al Nivel Institucional. En el año 2002 fue nuevamente asumido por el Nivel de Adultos.

El 25 de abril del 2003, por una resolución de todos los Jueces de Ejecución de la Pena, se ordena entre otras cosas que:

“La Unidad Adulto Joven será inmediatamente adscrita al Programa Nacional de atención a la Población Penal Juvenil (de ahora en adelante Programa). Su personal técnico, administrativo y de seguridad deberá ser capacitado en materia penal juvenil. La Coordinadora del Programa supervisará el Proyecto de centro cumpliendo con las funciones establecidas en el artículo 52 del Reglamento Orgánico y Operativo de la Dirección General de Adaptación Social…”

Desde esa fecha este centro viene siendo un componente más del PNAPPJ, pero continúa dependiendo del CAI La Reforma en algunos aspectos de orden administrativo y de Seguridad. Cuenta con  una infraestructura independiente, ubicada en zona aledaña al CAI La Reforma, que fue inaugurada el 2 de septiembre del 2005.

En noviembre del año 2005 entró a regir la Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles que le asigna en varios de sus artículos funciones específicas a la Dirección General de Adaptación Social, y específicamente al PNAPPJ

Para dar acompañamiento y supervisión la Dirección del PNAPPJ, cuenta con una profesional que brinda supervisión técnica a todos los componentes, un estadista, y un chofer, y las decisiones se toman en un espacio conformado por las jefaturas de cada unidad, y el administrador del Complejo Juvenil Zurquí. Si bien administrativamente y técnicamente el PNAPPJ depende de la Dirección General de Adaptación Social, y del Instituto Nacional de Criminología, existe una gran ingerencia del Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, y otras instancias, en la dinámica institucional.
e) Marco jurídico administrativo

El Programa de Sanciones Alternativas del Ministerio de Justicia, se enmarca dentro de una diversidad de normativa jurídica a nivel nacional e internacional que definen su operatividad y funcionamiento.  

A nivel Internacional los instrumentos legales que  se relacionan en alguna medida con el Programa son los siguientes:

· Declaración Universal de los Derechos Humanos.

· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

· Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

· Convención Internacional de los Derechos del Niño.

· Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW).

· Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial.

· Convención contra la Tortura y  Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.

· Convención Americana sobre Derechos Humanos.

· Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.

· Convenio 182 de la OIT sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil

· Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de Menores 

A nivel nacional, el Programa de Sanciones  Alternativas, por la definición legal específica y por las características particulares de la población que atiende, se relaciona con los siguientes instrumentos:

· Ley de Creación de la Dirección General de Adaptación Social (1971)

· Constitución Política(1972)

· Ley de promoción de igualdad social de la mujer (1990)

· Ley contra el Hostigamiento sexual en el empleo y la docencia (1995)

· Ley de Justicia  Penal Juvenil (1996) Ley 7576 de 1996

· Ley contra la Violencia Doméstica (1996)

· Código de la Niñez y la Adolescencia(1998)

· Ley contra la explotación sexual comercial(1999)

· Ley de la Persona Joven (2002)

· Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles (2005)  

· Ley de Penalización contra la Violencia Doméstica(2007)

· Reglamento Técnico del Sistema Penitenciario. Nº 33876-J .  (2007)

· Plan de Desarrollo Institucional de la Dirección General de Adaptación Social. (1993).

· Política Nacional para la Niñez y Adolescencia en Costa Rica. (2009). 

Tomando en cuenta el accionar del Programa de Sanciones Alternativas, tanto en los principios que  lo sustentan,  como en la definición especifica de sus funciones, de los instrumentos mencionados anteriormente, los ordenamientos jurídicos que más específicamente  se relacionan son:
	Fundamento Jurídico
	Ordenamiento Jurídico
	Enunciado

	Convención sobre los Derechos del Niño

Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990


	Artículo 1
	Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad. 

	Convención sobre los Derechos del Niño
	Artículo 37
	Los Estados Partes velarán por que: 

a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años de edad; 

b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda; 

c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales; 

d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción.

	Convención sobre los Derechos del Niño
	Artículo 40 
	1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad. 

2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos internacionales, los Estados Partes garantizarán, en particular: 

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron; 

b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 

i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley; 

ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los cargos que pesan contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa; 

iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere contrario al interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a sus padres o representantes legales; 

iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de igualdad; 

v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la ley; 

vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende o no habla el idioma utilizado; 

vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento. 

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes, y en particular: 

a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales; 

b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales. 

4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción.

	Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia  de Menores

Adopción: Asamblea General de la ONU

Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985


	Apartado de Orientaciones Fundamentales 

inciso 1.3
	Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin de reducir la necesidad de intervenir con arreglo

a la ley, y de someter a tratamiento efectivo, humano y equitativo al menor que tenga problemas con la

ley, se concederá la debida importancia a la adopción de medidas concretas que permitan movilizar plenamente todos los recursos disponibles, con inclusión de la familia, los voluntarios y otros grupos de carácter comunitario, así como las escuelas y otras instituciones de la comunidad.

	Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia  de Menores
	Apartado de Orientaciones Fundamentales 

inciso 1.4
	La justicia de menores se ha de concebir como una parte integrante del proceso de desarrollo nacional de cada país y deberá administrarse en el marco general de justicia social para todos los menores, de manera que contribuya a la protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de la sociedad.



	Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia  de Menores
	Artículo 18.1
	Para mayor flexibilidad y para evitar en la medida de lo posible el confinamiento en establecimientos

penitenciarios, la autoridad competente podrá adoptar una amplia diversidad de decisiones. Entre tales

decisiones, algunas de las cuales pueden aplicarse simultáneamente, figuran las siguientes:

a) Órdenes en materia de atención, orientación y supervisión;

b) Libertad vigilada;

c) Órdenes de prestación de servicios a la comunidad;

d) Sanciones económicas, indemnizaciones y devoluciones;

e) Órdenes de tratamiento intermedio y otras formas de tratamiento;

f) Órdenes de participar en sesiones de asesoramiento colectivo y en actividades análogas;

g) Órdenes relativas a hogares de guarda, comunidades de vida u otros establecimientos educativos;

h) Otras órdenes pertinentes.

	Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia  de Menores
	Artículo 19.1
	El confinamiento de menores en establecimientos penitenciarios se utilizará en todo momento como

último recurso y por el más breve plazo posible.

Comentario:

Los criminólogos más avanzados abogan por el tratamiento fuera de establecimientos penitenciarios. Las diferencias encontradas en el grado de eficacia del confinamiento en establecimientos penitenciarios comparado con las medidas que excluyen dicho confinamiento son pequeñas o inexistentes. Es evidente

que las múltiples influencias negativas que todo ambiente penitenciario parece ejercer inevitablemente

sobre el individuo no pueden neutralizarse con un mayor cuidado en el tratamiento. Sucede así sobre todo en el caso de los menores, que son especialmente vulnerables a las influencias negativas; es más, debido

a la temprana etapa de desarrollo en que éstos se encuentran, no cabe duda de que tanto la pérdida de la libertad como el estar aislados de su contexto social habitual agudizan los efectos negativos.

La regla 19 pretende restringir el confinamiento en establecimientos penitenciarios en dos aspectos: en

cantidad ("último recurso") y en tiempo ("el más breve plazo posible"). La regla 19 recoge uno de los

principios rectores básicos de la resolución 4 del Sexto Congreso de las Naciones Unidas: un menor

delincuente no puede ser encarcelado salvo que no exista otra respuesta adecuada. La regla, por

consiguiente, proclama el principio de que, si un menor debe ser confinado en un establecimiento

penitenciario, la pérdida de la libertad debe limitarse al menor grado posible, a la vez que se hacen

arreglos institucionales especiales para su confinamiento sin perder de vista las diferencias entre los distintos tipos de delincuentes, delitos y establecimientos penitenciarios. En definitiva, deben considerarse preferibles los establecimientos "abiertos" a los "cerrados". Por otra parte, cualquier instalación debe ser de tipo correccional o educativo antes que carcelario.

	Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia  de Menores
	Artículo 25.1
	Se recurrirá a los voluntarios, a las organizaciones de voluntarios, a las instituciones locales y a otros recursos de la comunidad para que contribuyan eficazmente a la rehabilitación del menor en un ambiente comunitario y, en la forma en que ésta sea posible, en el seno de la unidad familiar.



	Ley de Justicia Penal Juvenil
Ley 7576

Publicada en la  Gaceta Nº 229 del 30  de abril  1996

	Artículo 1
	Ámbito de aplicación según los sujetos
Serán sujetos de esta ley todas las personas que tengan una edad comprendida entre los doce años y menos de dieciocho años al momento de la comisión de un hecho tipificado como delito o contravención en el Código Penal o leyes especiales.

	Ley de Justicia Penal Juvenil


	Artículo 7
	Principios rectores
Serán principios rectores de la presente ley, la protección integral del menor de edad, su interés superior, el respeto a sus derechos, su formación integral y la reinserción en su familia y la sociedad. El Estado, en asocio con las organizaciones no gubernamentales y las comunidades, promoverá tanto los programas orientados a esos fines como la protección de los derechos e intereses de las víctimas del hecho.

	Ley de Justicia Penal Juvenil


	Artículo 8
	Interpretación y aplicación
Esta ley deberá interpretarse y aplicarse en armonía con sus principios rectores, los principios generales del derecho penal, del derecho procesal penal, la doctrina y la normativa internacional en materia de menores. Todo ello en la forma que garantice mejor los derechos establecidos en la Constitución Política, los tratados, las convenciones y los demás instrumentos internacionales suscritos y ratificados por Costa Rica.

	Ley de Justicia Penal Juvenil


	Artículo 44
	El proceso penal juvenil tendrá como objetivo establecer la existencia de un hecho delictivo, determinar quién es su autor o partícipe y ordenar la aplicación de las sanciones correspondientes. Asimismo, buscará la reinserción del menor de edad en su familia y en la sociedad, según los principios rectores establecidos en esta ley.

	Ley de Justicia Penal Juvenil


	Artículo 121
	Tipos de sanciones
Verificada la comisión o la participación del menor de edad en un hecho delictivo, el Juez Penal Juvenil podrá aplicar los siguientes tipos de sanciones:

a) Sanciones socio-educativas. Se fijan las siguientes:

1.- Amonestación y advertencia.

2.- Libertad asistida.

3.- Prestación de servicios a la comunidad.

4.- Reparación de los daños a la víctima.

b) Ordenes de orientación y supervisión. El Juez Penal Juvenil podrá imponer las siguientes órdenes de orientación y supervisión:

1.- Instalarse en un lugar de residencia determinado o cambiarse de él.

2.- Abandonar el trato con determinadas personas.

3.- Eliminar la visita a bares y discotecas o centros de diversión determinados.

4.- Matricularse en un centro de educación formal o en otro cuyo objetivo sea enseñarle alguna profesión u oficio.

5.- Adquirir trabajo.

6.- Abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, sustancias alucinógenas, enervantes, estupefacientes o tóxicos que produzcan adicción o hábito.

7.- Ordenar el internamiento del menor de edad o el tratamiento ambulatorio en un centro de salud, público o privado, para desintoxicarlo o eliminar su adicción a las drogas antes mencionadas.

c) Sanciones privativas de libertad. Se fijan las siguientes:

1.- Internamiento domiciliario.

2.- Internamiento durante tiempo libre.

3.- Internamiento en centros especializados.

	Ley de Justicia Penal Juvenil


	Artículo 125
	Libertad asistida
Esta medida, cuya duración máxima será de dos años, consiste en otorgar la libertad al menor de edad, quien queda obligado a cumplir con programas educativos y recibir orientación y seguimiento del Juzgado, con la asistencia de especialistas del Programa de menores de edad de la Dirección General de Adaptación Social.

 

	Ley de Justicia Penal Juvenil


	Artículo 126
	Prestación de servicios a la comunidad
La prestación de servicios a la comunidad consiste en realizar tareas gratuitas, de interés general, en entidades de asistencia, públicas o privadas, como hospitales, escuelas, parques nacionales y otros establecimientos similares.

Las tareas deberán asignarse según las aptitudes de los menores de edad, los cuales las cumplirán durante una jornada máxima de ocho horas semanales, los sábados, domingos y días feriados o en días hábiles, pero sin perjudicar la asistencia a la escuela o la jornada normal de trabajo.

Los servicios a la comunidad deberán prestarse durante un período máximo de seis meses.

La medida se mantendrá durante el tiempo necesario para que el servicio fijado se realice efectivamente o sea sustituido.

	Ley de Justicia Penal Juvenil


	Artículo  128
	Ordenes de orientación y supervisión
Las órdenes de orientación y supervisión consisten en mandamientos o prohibiciones impuestas por el Juez Penal Juvenil para regular el modo de vida de los menores de edad, así como promover y asegurar su formación.

Las órdenes o prohibiciones durarán un período máximo de dos años y su cumplimiento deberá iniciarse a más tardar un mes después de ordenadas.

Si se incumple cualquiera de estas obligaciones, el Juez podrá, de oficio o a petición de parte, modificar la orden o prohibición impuesta.

 

	Ley de Justicia Penal Juvenil


	Artículo 129
	Internamiento domiciliario
El internamiento domiciliario es el arresto del menor de edad en su casa de habitación, con su familia. De no poder cumplirse en su casa de habitación, por razones de inconveniencia o imposibilidad, se practicará en la casa de cualquier familiar. Cuando no se cuente con ningún familiar, podrá ordenarse el internamiento en una vivienda o ente privados, de comprobada responsabilidad y solvencia moral, que se ocupe de cuidar al menor de edad. En este último caso, deberá contarse con su consentimiento.

El internamiento domiciliario no debe afectar el cumplimiento del trabajo ni la asistencia a un centro educativo. Un trabajador social del Departamento de menores de edad de la Dirección de Adaptación Social supervisará el cumplimiento de esta sanción, cuya duración no será mayor de un año.

	Ley de Justicia Penal Juvenil


	Artículo 133
	Objetivo de la ejecución
La ejecución de las sanciones deberá fijar y fomentar las acciones sociales necesarias que le permitan al menor de edad, sometido a algún tipo de sanción, su permanente desarrollo personal y la reinserción en su familia y la sociedad, así como el desarrollo de sus capacidades.



	Ley de Justicia Penal Juvenil


	Artículo 134
	Plan de ejecución                                                       La ejecución de las sanciones se realizará mediante un plan individual de ejecución para cada sentenciado. Este plan comprenderá todos los factores individuales del menor de edad para lograr los objetivos de la ejecución. El plan de ejecución deberá estar listo a más tardar un mes después del ingreso del sentenciado al centro …

	Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles
 Ley 84 60 

Publicada en la  Gaceta Nº 229 del 28 de noviembre 2005


	Artículo 10
	Plan individual para cumplir la sanción.                            En todos los casos en los que la sanción impuesta amerite seguimiento, previo al inicio de su ejecución, se elaborará un plan individual para cumplirla, el cual deberá ser discutido con la persona joven, y se le dará audiencia al defensor o a la defensora para que se pronuncie al respecto.
Este plan, cuya elaboración estará a cargo de la Dirección General de Adaptación Social, deberá contener una descripción clara de los pasos por seguir y de los objetivos pretendidos con la sanción correspondiente, según lo dispuesto por esta Ley…
…El plan individual deberá estar apegado a las sanciones impuestas en sentencia y deberá considerar las ofertas de las instituciones gubernamentales y no gubernamentales sin fines de lucro.

	Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles


	Artículo 11
	Evolución del plan individual para cumplir la sanción.                                                                        El plan de ejecución deberá mantenerse acorde con los resultados obtenidos y el desenvolvimiento de la persona joven sancionada. Por ello, deberá ser revisado por la Dirección General de Adaptación Social cada tres meses, como mínimo.

	Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles


	Artículo 12
	Informes al juez de ejecución sobre el plan individual.   En la etapa de ejecución de la sanción, los funcionarios de la Dirección General de Adaptación Social deberán informar, al menos trimestralmente, al juzgado de ejecución de las sanciones penales juveniles, sobre los avances u obstáculos para el cumplimiento del plan individual de ejecución; asimismo, sobre el ambiente familiar y social en que la persona joven se desarrolla. De ser necesario, el juez de ejecución podrá ordenar a los entes públicos el cumplimiento de los programas fijados o establecidos en el plan individual de ejecución.

	Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles


	Artículo 13
	Informes a la familia de la persona joven sancionada.    Los funcionarios competentes de la Dirección General de Adaptación Social encargados de ejecutar la sanción, deberán procurar el mayor contacto con los familiares de la persona joven sancionada. Para ello, en forma periódica y como mínimo cada tres meses, deberán informar al núcleo familiar de la persona joven sobre el cumplimiento, el desarrollo, las ventajas o desventajas del plan individual de ejecución.



	Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles


	Artículo 21
	Funciones órganos administrativos de la ejecución. 

La Dirección General de Adaptación Social será la entidad responsable de ejecutar las sanciones penales juveniles y tendrá las siguientes funciones:
a) Elaborar el plan individual de ejecución de la sanción jurisdiccionalmente impuesta en cada caso concreto, y velar por el cumplimiento estricto de la sanción impuesta por el juez.
b) Implementar proyectos y actividades en procura de cumplir los fines de las sanciones comprendidas en la Ley de justicia penal juvenil; en especial, fomentar en la persona joven su sentido de responsabilidad y una vida en comunidad, sin la comisión de delitos.
c) Informar al juez de ejecución de las sanciones penales juveniles sobre cualquier obstáculo para el cumplimiento de las sanciones impuestas, en especial, de la falta de cooperación o el incumplimiento de deberes de los funcionarios públicos que participen de la ejecución de la sanción impuesta.
d) Velar por el respeto de los derechos fundamentales de las personas jóvenes sancionadas e informar al juez de ejecución de las sanciones penales juveniles, de cualquier violación de sus derechos o del peligro de que estos sean afectados.
e) Investigar las posibles faltas disciplinarias cometidas por las personas jóvenes que se encuentren cumpliendo una sanción penal juvenil e imponer las sanciones disciplinarias correspondientes.
f) Comunicar, al juez de ejecución de las sanciones penales juveniles, con un mes de anticipación, la finalización del cumplimiento de la sanción ejecutada.
g) Contar con un registro de las instituciones   públicas y de las organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro, que contribuyan, apoyen o ejecuten programas y/o proyectos para el cumplimiento de las sanciones penales juveniles.
h) Autorizar y supervisar los programas que ejecuten las organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro, para cumplir las sanciones penales juveniles no privativas de libertad…
… j) Cumplir cualquier otra función que se le asignen en esta o en otras leyes. 


	Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles


	Artículo 23
	Expediente de ejecución.                                  Siempre que una persona joven sea sancionada y deba ejecutarse la sanción impuesta, deberá llevarse un expediente administrativo completo y fiable que contendrá, por lo menos, la siguiente información:
a) La boleta de tener a la orden de la Dirección General de Adaptación Social, emitida por la autoridad judicial competente, así como el auto de liquidación de la pena y el testimonio de sentencia.
b) La ficha técnica de ingreso que contendrá por lo menos: los datos personales, la situación jurídica, la síntesis de los hechos probados, el nombre del defensor, la fecha de inicio y la posible conclusión de la sanción.
c) Toda persona joven, previo a su internamiento o libertad asistida, deberá recibir un diagnóstico médico completo y un examen clínico.
Los registros sobre los problemas en la salud física y mental de la persona sentenciada, así como la presencia de adicción a sustancias psicotrópicas o a alcohol quedarán indicados en el expediente administrativo, para su respectivo seguimiento y tratamiento.
d) El plan individual de ejecución y sus modificaciones homologados por el juez de ejecución.
e) Los informes trimestrales sobre la situación del sentenciado y el desarrollo del plan de ejecución individual, con las recomendaciones para el cumplimiento de los objetivos de la Ley de justicia penal juvenil.
f) Los procesos disciplinarios que haya enfrentado la persona sentenciada.
g) Cualquier otro hecho de relevancia que se considere conveniente incluir en el expediente administrativo.



d) Misión, Visión y Valores

Misión:

 “Ser la instancia de la Dirección General de Adaptación Social, que formula y desarrolla política y estrategias de intervención intersectoriales e interinstitucionales, dirigidas a la población penal juvenil, que permitan su fortalecimiento personal y competencia social y el adecuado cumplimiento de los fines socioeducativos de las sanciones penales impuestas”

Visión:

“Consolidar un modelo de intervención dirigido a la población penal adolescente del país, remitida a la Dirección General de Adaptación Social del Ministerio de Justicia, que permita favorecer en ellos y ellas, la superación de su déficit individual y social, aumentando sus oportunidades de desarrollo personal y responsabilidad social”

Valores: 
En cuanto a valores nos acogemos a los principios de:

Justicia:

Asumir la responsabilidad personal de sostener lo que es puro, recto y cierto.

Equidad: 

Reconocer que las personas son iguales en derechos y que ninguna está por encima de otra.  Reconocer el derecho de todas las personas a las libertades fundamentales sin distinción de raza, género, edad, religión.

Libertad: 

La posibilidad de elección de nuestras acciones y de participar activamente en el devenir social.

Solidaridad: 

Prestarse ayuda mutua en unión, apoyo y respaldo.

El Programa Nacional de Atención a la Población Penal Juvenil en el año 2009 inicia un proceso de evaluación y revisión de la misión y visión el cual esta en proceso de construcción.

e) Atribuciones

Las Atribuciones que la Dirección General de Adaptación Social le ha dado al Programa de Sanciones Alternativas, están basadas principalmente en la  Ley de Justicia Penal Juvenil (LJPJ) y la Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles (LESPJ).  Dichas atribuciones son las siguientes:

1.-  Ejecutar, mediante  el desarrollo específico de proyectos de intervención especializada las sanciones de:
· Libertad asistida. ( según artículo 125 de la  LJPJ) 
· Internamiento domiciliario. ( según artículo 129 de la  LJPJ)

· Prestación de servicios a la comunidad, ( según artículo 126 de la  LJPJ)  y 

· Ordenes de orientación y supervisión, ( según artículo 128 de la  LJPJ)  las cuales pueden ser: 

· Instalarse en un lugar de residencia determinado o cambiarse de él.
· Abandonar el trato con determinadas personas.

· Eliminar la visita a bares y discotecas o centros de diversión determinados.

· Matricularse en un centro de educación formal o en otro cuyo objetivo sea enseñarle alguna profesión u oficio.

· Adquirir trabajo.

· Abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, sustancias alucinógenas, enervantes, estupefacientes o tóxicos que produzcan adicción o hábito.
· Ordenar el internamiento del menor de edad o el tratamiento ambulatorio en un centro de salud, público o privado, para desintoxicarlo o eliminar su adicción a las drogas antes mencionadas.

2.-  Fijar y fomentar las acciones sociales que le permitan al menor de edad, sometido a algún tipo de sanción, su permanente desarrollo personal y la reinserción en su familia y la sociedad, así como el desarrollo de sus capacidades.  ( según artículo 133 de la  LJPJ)

3.-  Elaborar y  dar seguimiento al plan de ejecución para las y los jóvenes sentenciados (as), que comprenda todos los factores individuales del menor de edad para lograr los objetivos de la ejecución. El plan de ejecución deberá estar listo a más tardar un mes después del ingreso del sentenciado al centro de detención (según artículo 10  y 11 de la  LESPJ)
4.- informar, al menos trimestralmente, al juzgado de ejecución de las sanciones penales juveniles, sobre los avances u obstáculos para el cumplimiento del plan individual de ejecución; asimismo, sobre el ambiente familiar y social en que la persona joven se desarrolla (según artículo 12 de la  LESPJ)

5.-  procurar el mayor contacto con los familiares de la persona joven sancionada. Para ello, en forma periódica y como mínimo cada tres meses, deberán informar al núcleo familiar de la persona joven sobre el cumplimiento, el desarrollo, las ventajas o desventajas del plan individual de ejecución.  (artículo 13 de la  LESPJ)
6.-  Implementar proyectos y actividades en procura de cumplir los fines de las sanciones comprendidas en la Ley de justicia penal juvenil; en especial, fomentar en la persona joven su sentido de responsabilidad y una vida en comunidad, sin la comisión de delitos. (artículo 21,  de la LESPJ)
7.-  Informar al juez de ejecución de las sanciones penales juveniles sobre cualquier obstáculo para el cumplimiento de las sanciones impuestas, en especial, de la falta de cooperación o el incumplimiento de deberes de los funcionarios públicos que participen de la ejecución de la sanción impuesta. (artículo 21,  de la LESPJ)
8.-  Velar por el respeto de los derechos fundamentales de las personas jóvenes sancionadas e informar al juez de ejecución de las sanciones penales juveniles, de cualquier violación de sus derechos o del peligro de que estos sean afectados. (artículo 21,  de la LESPJ)
9.-  Investigar las posibles faltas disciplinarias cometidas por las personas jóvenes que se encuentren cumpliendo una sanción penal juvenil e imponer las sanciones disciplinarias correspondientes. (artículo 21,  de la LESPJ)
10.-  Comunicar, al juez de ejecución de las sanciones penales juveniles, con un mes de anticipación, la finalización del cumplimiento de la sanción ejecutada. (artículo 21,  de la LESPJ)
11.-  Implementar todos los mecanismos administrativos y técnicos que garanticen un adecuado manejo de información del los y las jóvenes sentenciadas (os)  con sanciones alternativas ( según artículo 23 de la LESPJ)
f) Estructura Orgánica

El Programa Nacional de Atención a la Población  Penal Juvenil. Depende administrativamente de la Dirección General de Adaptación Social y técnicamente de la  Dirección del Instituto Nacional de Criminología. 

En el Programa Nacional de Atención a la Población Penal Juvenil se ubican cinco unidades de trabajo, cuatro técnicas y una administrativa, de las cuales el Programa de Sanciones Alternativas es una de ellas.
A lo interno de su estructura orgánica, las principales responsabilidades del PSAA, corresponden a la figura de la Dirección,   quien es la garante de velar por el funcionamiento adecuado tanto técnico como administrativo del mismo, con el acompañamiento de la Supervisora Técnica del Programa Nacional.
El personal sustantivo del Programa, está conformado por los miembros y miembras del Equipo Técnico, quienes son los responsables de la implementación y ejecución de los distintos proyectos que sirven de sustento para  la ejecución de las sanciones alternativas.

Actualmente este equipo técnico está compuesto por  dos Psicólogas, un Psicólogo, cuatro Trabajadoras Sociales, un Abogado, un Orientador Criminológico (con plaza de técnico 3) y una Psicóloga Clínica.

El personal de apoyo se encuentra conformado por dos secretarias, una recepcionista y un operador de equipo móvil.
g) Organigrama

Los siguientes organigramas  se constituyen en la representación gráfica de la estructura organiza del Programa de Sanciones Alternativas.  

El Organigrama Específico  presenta la estructura básica del mismo, mientras que el  de puestos, detalla con mayor claridad  la cantidad de  personal existente y vacante.  
[image: image3.png]o,

a0

20
on
Bedsy

"1y nomway 2

oo &
004@5&

™



[image: image4.png]




	Programa de Sanciones Alternativas 
	Plazas

	
	O
	V
	T

	Dirección      Trabajadora Social    Prof. Servicio Civil 1 B
	1
	0
	1

	Psicólogas (o)   Profesionales    Servicio Civil  1 B
	3
	0
	3

	Psicóloga Clínica   Psicóloga Clínica 1
	1
	0
	1

	Trabajadoras Sociales Profesionales    Servicio Civil  1 B
	4
	0
	4

	Abogado   Profesional Servicio Civil  1 B
	1
	0
	1

	Orientador Criminológico  Técnico  de Servicio Civil 3
	1
	0
	1

	Secretarias  Oficinistas de Servicio Civil 2
	2
	0
	2

	Recepcionista    Miscelánea de Servicio Civil 1
	1
	0
	1


h) Procedimientos del Programa de Sanciones Alternativas, determinados por las Fases de Ingreso, Seguimiento y Egreso.
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i) Objetivo

Brindar seguimiento y supervisión  a las  sanciones penales juveniles alternativas, mediante la ejecución de una estrategia de intervención  conformada por proyectos especializados basados en el interés superior, la protección y formación integral, el respeto a sus derechos y  la promoción de sus responsabilidades, con el fin    de promover en  las y los jóvenes sentenciados un cumplimiento  adecuado de los requerimientos legales de su sentencia y la reinserción en su familia y en la sociedad.
i) Funciones
· De la Dirección del PSAA
Establecer y ejecutar  estrategias de intervención técnicas y administrativas que permitan dar una respuesta a la ejecución y supervisión de las sanciones alternativas.

Establecer lineamientos administrativos y técnicos que garanticen un adecuado manejo de información del los y las jóvenes sentenciadas (os)  con sanciones alternativas.

Supervisar la ejecución de proyectos de intervención especializada  que sustenta el cumplimiento de la sanción socioeducativa de Libertad Asistida.

Determinar los mecanismos necesarios que garanticen el cumplimiento de las obligaciones  legales del Programa para con el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles.
Coordinar con el Centro de Oportunidades Juveniles o con cualquier otro componente del Programa Nacional,  recursos que coadyuven en el cumplimiento de las sanciones alternativas por parte de las y los  jóvenes sentenciados.

Garantizar el cumplimiento de las responsabilidades legales e institucionales que le han sido establecidas al Programa de Sanciones Alternativas.
Supervisar la estrategia de control e intervención de la sanción de Internamiento Domiciliario
Supervisar los mecanismos de control y supervisión para la ejecución de las Órdenes de Orientación y Supervisión.

Asegurar  el respeto de los derechos fundamentales de las personas jóvenes sancionadas e informar al Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, de cualquier violación de sus derechos o del peligro de que estos sean afectados.

Revisar y aprobar los informes que se envían a las instancias judiciales.
Promover y ejecutar espacios de coordinación con los funcionarios y funcionarias de Penal Juvenil del Ministerio Público y la Fiscalía.

Presidir el espacio colegiado del Programa
· Del Equipo Técnico
Fomentar en la persona joven su sentido de responsabilidad y una vida en comunidad, sin la comisión de delitos
Ejecutar, mediante  el desarrollo específico de proyectos de intervención especializada la sanción socioeducativa de Libertad Asistida.
Implementar estrategias de coordinación interinstitucional  para la ejecución  y supervisión de la  sanción de Prestación de Servicio a la Comunidad.
Establecer mecanismos de  información e intervención con los familiares de la persona joven sancionada en correspondencia de lo requerido por Ley y los objetivos terapéuticos establecidos por el Programa.
Elaborar y  dar seguimiento al plan de ejecución para las y los jóvenes sentenciados (as), que comprenda todos los factores individuales del menor de edad para lograr los objetivos de la ejecución. 
Asegurar  el respeto de los derechos fundamentales de las personas jóvenes sancionadas e informar al Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, de cualquier violación de sus derechos o del peligro de que estos sean afectados.
Informar, al menos trimestralmente, al juzgado de ejecución de las sanciones penales juveniles, sobre los avances u obstáculos para el cumplimiento del plan individual de ejecución; asimismo, sobre el ambiente familiar y social en que la persona joven se desarrolla 

Informar al Juzgado de Ejecución sobre cualquier obstáculo para el cumplimiento de las sanciones impuestas.

Informar al  Juzgado de  ejecución  sobre la respuesta de las distintas instituciones en su responsabilidad de brindar apoyo a las sanciones impuestas, principalmente en el caso de funcionarios públicos
Comunicar, al juez de ejecución de las sanciones penales juveniles la finalización del cumplimiento de la sanción ejecutada.
Desarrollar  todas aquellas funciones inherentes al área de su competencia.
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